














Debido a que con la crisis de derechos humanos generada por la pandemia del 
COVID-19, la OFRANEH enfrentan una nueva ola de violencia e impunidad, así 
como restricciones a la autonomía comunitaria de los pueblos, y el ataque a los 
esfuerzos de una población que responsablemente está velando por la vida y salud 
de su pueblo, esta organización ha estado generando protección a las 
comunidades a través de equipos comunitarios de resguardo y la instalación de 
retenes de control en las entradas de las comunidades. Sin embargo, como es 
política, las autoridades de forma sistemática no respetan las decisiones 
comunitarias, no se coordinan con nuestros centros de salud comunitaria y les 
agreden. 

La policía nacional les ha amenazado con lanzar bombas lacrimógenas contra 
jóvenes garífunas que custodian la comunidad de Travesía, Cortés; la Marina 
Mercante autorizó el movimiento de embarcaciones de carga en la comunidad de 
Oak Ridge, Roatán, para mantener activado el comercio sin importarle la salud y 
seguridad de la población, policías acosan y detienen a pobladores sin ninguna 
justificación. Además, personal de salud del Estado asignados en las comunidades 
violentan los protocolos de bioseguridad al enviar a sus casas a personas recién 
ingresadas cuando como parte del plan de atención comunitaria, cuentan con 
centros de cuarentena para evitar contagios. 

Esta escalada de agresiones llegó a su límite más letal cuando el pasado 21 de 
mayo fue asesinado el defensor Edwin Fernández, encargado de la vigilancia del 
portón que fue instaurado en la comunidad de Río Tinto, Atlántida; sujetos 
encapuchados, supuestamente vinculados al crimen organizado, irrumpieron en la 
vivienda de Edwin y, frente a sus hijos, le arrebataron la vida como represalia por no 
entregar la llave del portón de seguridad. Las autoridades, como muchas otras 
veces, promueven la impunidad y no hacen nada frente a esta escalada de 
violencia contra nuestro pueblo. Y recientemente, Antonio Bernárdez, de 71 años, 
oriundo de la comunidad garífuna de Punta Piedra fue encontrado sin vida. Días 
antes había desparecido después que emprendió camino hacia la comunidad de 
Icoteas. Se reporta que el último lugar donde se le vio, fue en la comunidad de Rio 
Miel.

El asesinato de Antonio Bernárdez, recalca la delicada situación que se vive en la 
zona, la que durante décadas se han suscitados actos de violencia, como parte de 
la estrategia de despojo del territorio Garífuna, el que fue invadido en 1992, por un 
grupo de campesinos impulsados por el General Castro Kabus. El caso de Punta 
Piedra fue presentando ante el sistema interamericano de derechos humanos en el 
2003 y para el 2015 la Corte Interamericana emitió una sentencia a favor de dicha 
comunidad, la que ha sido ignorada por el estado. 

A pesar de estas agresiones, que solo son el continuum de la violencia estatal racis-
ta, la OFRANEH ha demostrado que la solidaridad no se confina, llama permanen-
temente a las comunidades en lucha a proteger y multiplicar las experiencias de 
salud que se oponen a este sistema de muerte. 

Su experiencia es una muestra de que el poder y organización colectiva, los sabe-
res ancestrales y la priorización de la vida por encima de los intereses del capital son 
la única vía para cuidar y proteger las comunidades no solo del Coronavirus, sino 
de un sistema que pone en riesgo la salud, que considera nuestras vidas desecha-
bles y que está enfermo de avaricia. 

Así como este pueblo otros territorios indígenas se auto organizan para protegerse 
por toda la región. Esta es la prueba de que otros mundos son posibles, lo están 
construyendo día con día en medio de una gran adversidad y violencia, siendo un 
enorme referente en Honduras y en la región. 
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